
QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL Y DE 
LA LEY FEDERAL CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA, SUSCRITA POR EL DIPUTADO 
ÓSCAR MARTÍN ARCE PANIAGUA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN  

El suscrito, diputado federal Óscar Martín Arce Paniagua, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción 
Nacional en la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con fundamento 
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
así como 55, fracción II, 56, 62 y demás relativos del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General 
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de 
decreto, por la que se reforman los artículos 248 Ter del Código Penal Federal y se adicionan los numerales 6 Bis y 
41 Bis a la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, con el fin de prevenir y garantizar a los gobernados un 
sistema de procuración e impartición de justicia, con fundamento en la siguiente:  

Privilegiados somos señores, tenemos la posibilidad de crear o reformar leyes por nuestra actividad como 
diputados, siendo la función más importante que compete al Poder Legislativo, pues derivado de ello se administra 
de una mejor manera el desarrollo y progreso de nuestra nación.  

El bien de los gobernados es nuestro fin y por tanto tenemos la obligación de garantizar un sistema de procuración 
e impartición de justicia con el fin de esclarecer los hechos, evitando la impunidad y en su caso procurar la 
reparación del daño, con todos los elementos o pruebas que favorezcan a ello.  

Tenemos que en un juicio seguido ante autoridad judicial existen diversos medios de prueba por los cuales las 
partes pueden acreditar su dicho, como puede ser la declaración de una persona que haya presenciado algún hecho, 
es decir, mediante la prueba testimonial independientemente del lazo que guarde con el indiciado.  

En el Código Federal de Procedimientos Penales, en sus artículos 243 y 243 Bis se exenta a declarar como testigo a 
las personas estén ligados por parentesco, amistad, estimación, o bien no están obligados a declarar los 
profesionistas sobre la información que reciban o conozcan del inculpado por el ejercicio de sus funciones. Sin 
embargo, esto representa un entorpecimiento en la investigación y la persecución de los delitos que de acuerdo al 
artículo 21 de la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos compete al Ministerio Público, pues la autoridad 
se debe allegar de todos los elementos necesarios para llegar a una verdad histórica de los hechos.  

En tal orden de ideas, no podemos permitir que la propia legislación obstaculice la actividad de la autoridad 
judicial para que en aras de su función se administre justicia y en particular si existe persona alguna que con 
independencia del lazo que lo una al posible indiciado posea información reservada y que ayude al esclarecimiento 
de un caso concreto, deberá tener la obligación de presentarse a declarar ante la autoridad judicial que lo requiera.  

Asimismo, tenemos que la justicia es el valor supremo, a la que se pretende llegar con la aplicación de la ley, de 
acuerdo a la Enciclopedia Omeba, la palabra "justicia se ha usado y se usa para designar el criterio ideal, o por lo 
menos el principal criterio ideal del derecho (derecho natural, derecho racional, derecho valioso), en suma, la idea 
básica sobre la cual debe inspirarse el derecho".  

Solamente sobre la verdad se puede dictar una sentencia justa, este es el fin de los procedimientos judiciales y por 
ello de las leyes se desprenden los medios de prueba para llegar a dicha verdad. En el artículo 247 se regulan los 
casos en los cuales serán acreedores de pena privativa de la libertad o multa a los que de manera falsa declaren ante 
autoridad judicial, pues son muchos los casos en que la falsedad se puede cometer y con ella se puede producir una 
resolución alejada de la verdad y por tanto de la justicia.  

Dice Demetrio Sodi que la falsedad "no puede concebirse sin que el responsable tenga un propósito criminal, un fin 
de antemano perseguido, del que la falsedad es simplemente un medio de que se sirve para alcanzar su 
realización… por medio de ella se pueden atacar los bienes, la honra, la reputación, etc., se puede cometer un delito 
contra el estado civil, contra el pudor, contra la salud pública, y aún la traición y los delitos contra la seguridad 
exterior de la nación.  



Incurre en ese delito quien al comparecer ante autoridad judicial afirma hechos falsos o bien niega la verdad, en 
todo o en parte, Francesco Carrara afirma que "el falso testimonio es un delito social y precisamente un delito 
contra la justicia pública".  

Pues bien salvaguardemos la justicia pública, dotemos de certeza jurídica al procedimiento judicial en aras de 
mejores resultados y siempre con el fin de aplicar leyes justas que permitan resolver los conflictos llegando a la 
verdad histórica de los hechos.  

En la actualidad, México sufre un problema nacional, en donde la sociedad piensa que la delincuencia es el 
principal problema que enfrenta el país, donde la base de la sociedad se encuentra en crisis, nos topamos con 
mayor frecuencia con familias llamadas "disfuncionales", desintegradas, en donde ya no inculcan valores morales, 
principios éticos, en donde los fenómenos sociales afectan directamente al entorno familiar, fenómenos como la 
delincuencia.  

Bajo esta tesitura, el permitir que en el artículo 400 del Código Federal de Procedimientos Penales, se exima de 
responsabilidad a los ascendientes, descendientes, cónyuge o persona alguna que tenga un vinculo sentimental con 
el delincuente, es tanto como dejar impune la comisión de un delito, pero sobre todo deja indefensa a la víctima, lo 
cual va en contra del principio consagrado en el artículo 20 de la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos, es 
decir, "proteger al inocente" y tal parece que el que recibe la garantía de protección es el autor del delito, el que 
afectó la esfera jurídica de un ciudadano, el que violenta la estabilidad, tranquilidad y seguridad pública.  

Es por ello reprobable que la Ley no castigue el encubrimiento de un delito en los casos previstos por los incisos a), 
b) y c) de la fracción VII del artículo 400 del citado ordenamiento, pues el fin de un estado de derecho es procurar 
justicia, independientemente de los sujetos que intervengan en ella, pues debemos tomar en cuenta que gracias a 
ese encubrimiento, en la mayoría de los casos se evita la captura del delincuente o la pena que corresponde a la 
persona por la comisión de un delito, perturbando e impidiendo la administración de justicia.  

Así pues, se somete a la consideración de esta honorable asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto de  

Decreto que reforma el párrafo primero, y se adicionan el numeral 248 Ter del Código Penal Federal y se adicionan 
los numerales 6 Bis y 41 Bis a la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada  

Artículo primero. Se adiciona el numeral 248 Ter del Código Penal Federal, para quedar como sigue:  

Artículo 248 Ter. Al que para obtener un beneficio indebido para sí o para otro, simule un acto jurídico, un acto o 
escrito judicial o altere elementos de prueba y los presente en juicio, o realice cualquier otro acto tendiente a 
inducir a error a la autoridad judicial o administrativa, con el fin de obtener sentencia, resolución o acto 
administrativo contrario a la ley, se le impondrán de seis meses a seis años de prisión y de cincuenta a doscientos 
cincuenta días multa. Si el beneficio es de carácter económico, se impondrán las penas previstas para el delito de 
fraude.  

Este delito se perseguirá de oficio cuando la cuantía o monto exceda de cinco mil veces el salario mínimo general 
vigente en el Distrito Federal, al momento de realizarse el hecho o se realice dentro en un proceso en materia de 
delincuencia organizada.  

Artículo segundo. Se adicionan los numerales 6 Bis y 41 Bis a la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, 
para quedar como sigue:  

Artículo 6 Bis. Las excusas previstas en los incisos a, b y c del numeral 400 del Código Penal Federal no 
procederán, tratándose de delincuencia organizada.  

Artículo 41 Bis. La excepción prevista en el numeral 243 del Código Federal de Procedimientos Penales no 
procederá, tratándose de delincuencia organizada.  



Transitorio  

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  

Dado en la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, a 20 de enero de 2010.  

Diputado Óscar Martín Arce Paniagua (rúbrica) 

 


